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Sentencia 
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Panel integrado por su presidenta la Juez Coll Martí, el Juez Ramos 
Torres y la Juez Rivera Marchand 
 
Coll Martí, Juez Ponente 
 

SENTENCIA 
 

En San Juan, Puerto Rico, a 29 de enero de 2020. 

Apelan el Departamento de Educación y el Sistema de Retiro 

de Maestros (SRM) de una Sentencia del 6 de septiembre de 2019 

mediante la cual el foro primario declaró con lugar una demanda de 

Injunction presentada por la parte demandante apelada, y en 
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consecuencia ordenó al Departamento de Educación procesar las 

autorizaciones presentadas por los maestros del sistema público de 

enseñanza para que sus balances acumulados como licencia de 

vacaciones sean utilizados para cotizar como tiempo trabajado, 

conforme al Artículo 2.11 de la Ley 26-2017, 3 LPRA sec. 9473. 

Por los fundamentos que expondremos, se confirma la 

Sentencia apelada.  

Veamos los hechos.  

I 

Acogemos las determinaciones de hecho formuladas por el 

foro de origen, a saber: 

1. El 31 de mayo de 2018, la Asociación de Maestros de 

Puerto Rico-Local Sindical le cursó una carta al 

Departamento de Educación y al SRM en la cual se solicitó 

que se informara sobre el trámite a llevarse a cabo para la 

aplicación del Art. 2.11 de la Ley Núm. 26-2017. 

2. El 8 de noviembre de 2018, la Asociación de Maestros de 

Puerto Rico-Local Sindical le cursó una segunda misiva al 

Departamento de Educación y al SRM solicitando la misma 

información.  

3. El 15 de junio de 2018, el SRM le respondió a la carta del 

31 de mayo de 2018 y le informó a la Asociación de 

Maestros de Puerto Rico-Local Sindical que “la 

disponibilidad de balance de licencia de vacaciones para 

compra de tiempo conforme la Ley Núm. 26, supra, es 

técnicamente inaplicable al personal docente”. 
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4. El 18 de diciembre de 2018, la Sra. Mildred Acevedo Pérez 

realizó la debida notificación de intención de jubilarse 

efectivo el 28 de junio de 2019. 

5. El 28 de diciembre de 2018, la Sra. Mildred Acevedo 

radicó su solicitud de retiro ante el SRM.  

6. Mediante carta del 28 de diciembre de 2018, el SRM le 

notificó al Departamento de Educación que la Sra. 

Acevedo Pérez cualificaba para acogerse a la jubilación.  

7. El 27 de diciembre de 2018, la Sra. Arlene García Elías 

realizó la debida intención de jubilarse efectivo el 28 de 

junio de 2019. 

8. El 18 de enero de 2019, la Sra. Arlene García Elías acudió 

al SRM y radicó su solicitud de crédito por servicios no 

cotizados junto a la certificación de la Universidad de 

Puerto Rico.  

9. El 12 de abril de 2019, el SRM le notificó al Departamento 

de Educación que la profesora Arlene García no 

cualificaba para retiro, lo anterior porque no aprobó la 

acreditación de los servicios no cotizados.  No se le 

notificó sobre la compra de tiempo que provee el Art. 2.11 

de la Ley Núm. 26-2017. 

10. Dado que no fue informada la posibilidad de compra de 

tiempo bajo el Art. 2.11, finalmente ésta informó, el 6 de 

abril de 2019, que dejaba sin efecto su solicitud de retiro 

para el verano de 2019. Aunque la profesora cualificaba 

para retiro, al no contar con los 30 años de servicio 

cotizados, su pensión hubiese sido menor.   



 
 

 

KLAN201901326 

 

4 

11. La documentación que establece los trámites y los 

documentos que deben presentar los maestros en las 2 

agencias no incluyen una solicitud de compra de tiempo.  

Ambas partes demandadas apelantes presentaron, cada una, 

su moción de desestimación.  El Departamento de Educación alega 

que las demandantes no presentaron nunca solicitud de retiro y, 

además que el Departamento no ha establecido una fecha límite 

para la solicitud de compra de tiempo para cotizar como tiempo 

trabajado, por lo que la demanda se debía desestimar.  

Por otra parte, el Sistema de Retiro de Maestros expresó que 

la demanda debía ser desestimada por que no contiene una 

reclamación que justifique la concesión de remedio alguno contra 

ellos, ya que el Sistema de Retiro de Maestros no emite 

compensación alguna con relación a los balances de vacaciones 

para cotizar como tiempo trabajado, por que esa gestión 

corresponde al Departamento de Educación.  

Se desprende del expediente apelativo que ni el 

Departamento de Educación ni el Sistema de Retiro de Maestros 

controvirtieran los hechos alegados por los demandantes, ni los 

documentos anejados a su oposición a las solicitudes de sentencia 

sumaria.  Es un hecho aceptado como cierto por el foro 

sentenciador que cuando la Asociación de Maestros, en 

representación de sus miembros, escribió tanto al Departamento de 

Educación como al Sistema de Retiro para que se les orientara 

sobre los pasos a seguir para hacer valer el derecho de los 

maestros a comprar tiempo para cotizar como tiempo trabajado al 

momento del retiro, el Departamento nunca les contestó.  El 

Sistema de Retiro de Maestros, (SRM) les contestó y les informó, 
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incorrectamente, que al personal docente no le aplicaba tal derecho 

bajo la Ley-26-2017, supra. 

II 

El artículo 2.11 de la Ley 26-2017, supra, dispone: 

A partir de la vigencia de esta ley, cualquier empleado 
público, sea unionado o no unionado, solamente tendrá 
derecho al pago de una liquidación final de los días que 
tenga disponibles en concepto de licencia de vacaciones al 
momento de cese de servicios, lo cual nunca podrá ser 
mayor de sesenta (60) días.  El empleado podrá 
autorizar para que se destine dicho balance y/o exceso 
preexistente a la aprobación de esta ley a su Sistema 
de Retiro para que cotice como tiempo trabajado. 
(Énfasis nuestro) 

 
El Injunction 

El recurso de interdicto o Injunction es un remedio 

extraordinario que procura la expedición de un mandamiento judicial 

que compela a una persona a actuar o le prohíba realizar 

determinada conducta que infringe o perjudica los derechos de otra. 

Cód. de Enj. Civil PR., Art. 675, 32 LPRA secs. 3521; Next Step 

Medical v. Bromedicon et al., 190 DPR 474, 485-486 (2014); ELA v. 

Asoc. de Auditores, 147 DPR 669, 6779 (1999). 

Este recurso “se caracteriza por su perentoriedad, por su 

acción dirigida a evitar un daño inminente o a restablecer el régimen 

de ley conculcado por conducta opresiva, ilegal o violenta del 

transgresor del orden jurídico”.  Plaza las Américas v. H & H, 166 

DPR 632, 643 (2005), en el que cita a Peña v. Federación de 

Esgrima de PR, 108 DPR147, 154 (1978).  Es un remedio judicial 

que se justifica, en gran medida, por su urgencia, toda vez que se 

dirige a evitar un daño inminente para cuya detención no existe otro 

remedio procesal igual de efectivo y ágil.  Peña v. Federación de 

Esgrima de PR., supra, en la página 154 (1978). 

El Injunction se gestiona en etapas, según se desarrolla el 

litigio: puede ser preliminar o permanente.  Se denomina Injunction 
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preliminar al “remedio provisional que se emite en cualquier 

momento de un pleito, después de haberse celebrado una vista en 

que las partes han presentado prueba de apoyo y en oposición de 

tal solicitud”.  Mun. de Ponce v. Gobernador, 136 DPR 776, 784 

(1994).  Su propósito principal es mantener sin alteración la 

situación planteada hasta tanto se celebre el juicio en sus méritos. 

En estos casos, “la orden de Injunction preliminar, ya sea 

requiriendo un acto o prohibiéndolo, evita que la conducta del 

demandado produzca una situación que convierta en académica la 

sentencia que finalmente se dicte, o que se le ocasionen daños de 

mayor consideración al peticionario mientras perdura el litigio”.  Id. 

en la pág. 784; Sucesión Figueroa v. Hernández, 72 DPR 508, 513 

(1951). 

Conforme se establece en la Regla 57.3 de Procedimiento 

Civil, el foro de primera instancia deberá analizar los siguientes 

factores para determinar la procedencia de una orden de Injunction 

preliminar: (1) la naturaleza de los daños que pueden 

ocasionárseles a las partes de concederse o denegarse el 

Injunction; (2) su irreparabilidad o la existencia de un remedio 

adecuado de ley; (3) la probabilidad de que la parte promovente 

prevalezca eventualmente al resolverse el litigio en su fondo; (4) la 

probabilidad de que la causa se torne en académica de no 

concederse el Injunction; (5) el posible impacto sobre el interés 

público del remedio que se solicita y (6) la diligencia y la buena fe 

con que ha actuado la parte solicitante.  Regla 57.3 de 

Procedimiento Civil, 32 LPRA Ap. V, R. 57.3.  Asoc. Vec. V. Caparra 

v. Asoc. Fom. Educ., 173 DPR 304, 319-320 (2008); Mun. de Ponce 

v. Gobernador, 136 DPR, en la pág. 784; P.R.T.C v. Tribunal 

Superior, 103 DPR 200, 202 (1975).  
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En lo que atañe a los requisitos de evaluación de un 

Injunction permanente, un tribunal deberá considerar: “(1) si el 

demandante ha prevalecido en un juicio en sus méritos; (2) si el 

demandante posee algún remedio adecuado en ley; (3) el interés 

público implicado, y (4) el balance de equidades.  Aut. Tierras v. 

Moreno & Ruiz Dev. Corp., 174 DPR 409, 428 (2008). 

Nuestro Tribunal Supremo ha reiterado que un daño 

irreparable es aquel daño para el cual no existe un remedio legal 

apropiado que pueda evitar o subsanar su ocurrencia.  Aut. 

Tierras v. Moreno & Ruiz Dev. Corp., 174 DPR, en las págs., 426-

427; Pérez Vda. de Muñiz v. Criado Amunategui, 151 DPR 355, 373 

(2000). 

Esto es, ocurre un daño irreparable cuando el peticionario 

perjudicado carece de un remedio adecuado que le provea el 

resarcimiento oportuno del agravio que dicho daño ocasione.  

De otra parte, la evaluación que se haga sobre lo que constituye un 

remedio jurídico adecuado es de la exclusiva competencia de los 

foros judiciales, los que deberán determinar, conforme a las 

circunstancias particulares de cada caso, si dicho daño en 

efecto se encuentra presente en la causa de acción intimada. 

Aut. Tierras v. Moreno Ruiz Ved. Corp., 174 DPR, en la pág. 427. 

Se ha establecido que la prueba requerida no tiene que ser 

oral o material. Rafael Hernández Colón, Práctica Jurídica de Puerto 

Rico, Derecho Procesal Civil, secs. 5712, 598 (6ª ed. Lexis Nexis 

2017). Mas aún, “[e]l injunction preliminar puede solicitarse y 

concederse con la misma prueba que un entredicho provisional (o 

sea, un affidávit, o en el mero juramento de la demanda o la 

moción)”. Id. (Énfasis nuestro). 
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Recalcamos que es doctrina legal reiterada que la concesión 

de una orden de Injunction permanente, de Injunction preliminar o 

de entredicho provisional descansa en la sana discreción del 

tribunal sentenciador, por lo que la decisión que concede o deniega 

la orden no será revocada en apelación, a menos que se 

demuestre que el foro apelado abusó de su facultad 

discrecional. Next Step Medical v. Bromedicon et. al., 190 DPR 

474, 487; ELA v. Asoc. de Auditores, 147 DPR 69, 680 (1999).  La 

discreción judicial, en estos casos, tiene que ajustarse a la intención 

y a la sanción legislativa.  También debe ejercerse con celo y buen 

juicio.  Plaza las Américas v. N & H, 186 DPR 631, 643.  Asimismo, 

este remedio debe concederse únicamente en aquellos casos de 

clara necesidad y ante la demostración de indudable e intensa 

violación de un derecho.  A.P.P.R. v. Tribunal Superior,103 DPR 

903, 906 (1975).  

En fin, los jueces y juezas que examinan una sentencia de 

forma colegiada, en ausencia de una intranquilidad de conciencia, 

debemos brindar amplia deferencia a las determinaciones fácticas 

del foro que estamos revisando, aun en aquellos casos en los que 

en alguna evaluación particular hubiésemos emitido un juicio distinto 

al del foro apelado.  Argüello v. Argüello, 155 DPR 62, 78 (2001). 

La doctrina de academicidad 

Los tribunales pierden su jurisdicción sobre un caso por 

academicidad cuando ocurren cambios durante el trámite judicial de 

una controversia particular que hacen que esta pierda su actualidad, 

de modo que el remedio que pueda dictar el tribunal no ha de llegar 

a tener efecto real alguno en cuanto a esa controversia. 

En Emp. Pur. Des., Inc. v. HIETEL, 150 DPR 924 (2000), El 

Tribunal Supremo expresó lo siguiente: 
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En pronunciamientos previos hemos indicado que 
un caso se toma académico cuando su condición de 
controversia viva y presente sucumbe ante el paso del 
tiempo.  PPD v. Gobernador I, 139 DPR 643 (1995); Asoc. 
de Periodistas v. González, 127 DPR 704 (1991); Noriega 
v. Gobernador, 122 DPR 650 (1988); El Vocero v. Junta de 
Planificación, 121 DPR 115 (1988). 

 
Con esta limitación sobre el poder de los tribunales, se 

persigue evitar el uso innecesario de los recursos judiciales y obviar 

pronunciamientos autoritarios de los tribunales que resulten 

superfluos.  CEE v. Depto. de Estado, 134 DPR 927, 935-936 

(1993); Com. de la Mujer v. Srio. de Justicia, 109 DPR 715, 724-725 

(1980). 

Existen, no obstante, varias excepciones a la doctrina de 

academicidad.  Una de ellas es cuando en un caso se plantea una 

cuestión recurrente; es decir, susceptible de volver a ocurrir pero 

que, por la naturaleza efímera de los hechos que provocan la 

cuestión, es difícil que logre ser dilucidada por los tribunales.  

Noriega v. Gobernador, supra; CEE v. Depto. de Estado, supra; El 

Vocero v. Junta de Planificación, supra; Asoc. de Periodistas v. 

González, supra; Com. de la Mujer v. Srio. de Justicia, supra.  

Otra excepción se da cuando aspectos de la controversia se 

tornan académicos pero persisten consecuencias colaterales de 

ésta que tienen vigencia y actualidad.  Véanse: R. Serrrano Geyls, 

Derecho Constitucional de Estados Unidos y Puerto Rico.  San 

Juan, Ed. C. Abo. PR, 1986, Vol. 1, 1986, a las págs. 122-126; L.H. 

Tribe, American Constitutional Law, 2da. Ed., Nueva York, Ed. 

Foundation Press, 1988; El Vocero v. Junta de Planificación, supra, 

a las págs. 124-126; CEE v. Depto. de Estado, supra, a la pág. 936. 

No hay academicidad en una situación en la que hay una 

expectativa razonable o una probabilidad demostrable de que la 

misma controversia recurriría, y probablemente involucraría a la 
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misma o las mismas partes promoventes.  Véase R. Serrano Geyls, 

Derecho Constitucional de Estado Unidos y Puerto Rico, supra, a la 

pág. 123; Em. Pier Des., Inc. v. H.I.E.T.E.L, supra, la pág. 963. 

Establecida la norma jurídica, debemos concluir que por la 

naturaleza de la controversia en este caso, esto es, los escollos 

presentados para que se tramiten las autorizaciones de compra de 

tiempo cotizado como tiempo trabajado de los maestros del sistema 

público de enseñanza en violación al artículo, 2.11 de la Ley 26-

2017, ante la respuesta ofrecida por el Departamento de que las 

alegaciones no son ciertas, sino “infundadas”, y ante la postura 

asumida por el Sistema de Retiro de Maestros de que este derecho 

“no aplica al personal docente”, la controversia es susceptible de 

repetirse. 

No albergamos duda de que tenemos, potencialmente, una 

controversia recurrente, ya que tanto las demandantes apeladas 

que no han podido retirarse, como otros maestros que buscarán, al 

momento del retiro, que se les acredite el tiempo cotizado como 

tiempo trabajado, encontrarán los mismos escollos que la parte 

apelante ha colocado en el camino de las apeladas.  

En cuanto a la irreparabilidad del daño, este es incalculable.  

Como consecuencia de la actuación de los apelantes algunos 

maestros no pudieron retirarse cuando lo planificaron, y otros se 

jubilaron con una pensión inferior a la que podrían tener.  Otros 

están consumiendo balances de vacaciones acumulados, que 

podrían utilizar como tiempo trabajado.  

Los maestros tienen un derecho bajo la Ley 26-2017, 

aprobada para cumplir con el Plan Fiscal establecido por la Junta de 

Control Fiscal, precisamente para darles la oportunidad de que se 

retiren utilizando los días acumulados en licencia de vacaciones  
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III  

Por todo lo anterior, y ante la deferencia que debemos 

conceder al foro apelado y a sus determinaciones de hecho, 

confirmamos la sentencia apelada de 6 de septiembre de 2019. 

El Departamento de Educación deberá orientar, a todo 

maestro que solicite retiro, sobre la posibilidad de utilizar los 

balances acumulados de licencia de vacaciones para cotizar como 

tiempo trabajado, y deberá procesar correctamente los casos 

presentados por los maestros, en cumplimiento con el artículo 2.11 

de la Ley 26-2017. 

Lo acordó y manda el Tribunal y lo certifica la Secretaria del 

Tribunal de Apelaciones. 

 
 
 
 

LCDA. LILIA M. OQUENDO SOLÍS 
Secretaria del Tribunal de Apelaciones 

 


